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OPINIÓN Nº  077-2009/DTN

Entidad:
Comité de Servicios Integrados Turísticos Culturales - COSITUC
Asunto:
Ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones del Estado
Referencia:
a) Carta Nº 019-GG-COSITUC-2009

b) Carta Nº 022-GG-COSITUC-2009
1. 
ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Gerente General del Comité de Servicios Integrados Turísticos Culturales – COSITUC (en lo sucesivo, la “Empresa”), formula consulta referida al ámbito de aplicación de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en lo sucesivo, la “Ley”), y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en lo sucesivo, el “Reglamento”).
2. 
CONSULTAS Y ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley, y la Segunda Disposición Complementaria Final del Reglamento.
En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
La Empresa consulta si “los contratos de bienes y servicios, que realiza una persona jurídica de derecho privado (Comité no inscrito – Artículo 130º C.C.); integrado por una Entidad del Gobierno Local, una Dirección Regional de Comercio Exterior y una Dirección Regional de Cultura del INC, esta dentro de los alcances del artículo 3º del Decreto Legislativo Nº 1017”.
Sobre el particular, cabe señalar lo siguiente:
2.1 Con la finalidad de lograr el mayor grado de eficiencia en las contrataciones públicas -esto es, que las Entidades obtengan los bienes, servicios u obras necesarios para el cumplimiento de sus funciones, contratando en forma oportuna y bajo las mejores condiciones de precio y calidad- y la observancia de principios básicos que aseguren la transparencia en las transacciones, la imparcialidad de la Entidad, la libre concurrencia de proveedores, así como el trato justo e igualitario
, el artículo 76º de la Constitución Política dispone que la contratación de bienes, servicios u obras con fondos públicos se efectúe obligatoriamente por licitación o concurso, de acuerdo con los procedimientos y requisitos señalados en la ley.
En este sentido, la Ley de Contrataciones del Estado constituye la norma de desarrollo del citado precepto constitucional, dado que establece las reglas que deben observar las Entidades en las contrataciones que lleven a cabo erogando fondos públicos.
2.2
Así, el numeral 3.1 del artículo 3º de la Ley detalla las Entidades que se encuentran en la obligación de aplicar la normativa de contratación pública, delimitando así su ámbito subjetivo de aplicación.
Por su parte, el inciso 3.2 del artículo 3º de la Ley delimita su ámbito objetivo de aplicación, estableciendo que la norma se aplica a las contrataciones que realicen las Entidades para proveerse de los bienes, servicios u obras necesarios para el cumplimiento de sus funciones, asumiendo el pago del precio o de la retribución correspondiente al contratista con fondos públicos, y demás obligaciones derivadas de la calidad de contratante.
Como se advierte, se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la Ley y de su Reglamento los contratos celebrados por las Entidades señaladas en el numeral 3.1 del artículo 3º la Ley, por los cuales asumen la obligación de pagar al contratista una retribución pecuniaria, con cargo a fondos públicos.
2.3
Ahora bien, el Comité consulta si se encuentra dentro del ámbito de aplicación de la Ley y de su Reglamento.

Sobre el particular, debe indicarse que, conforme al literal j) del numeral 3.1 del artículo 3º de la Ley, se establece que se encuentran comprendidos dentro de los alcances de la Ley, bajo el término genérico de Entidad(es) “Los proyectos, programas, fondos, órganos desconcentrados, organismos públicos del Poder Ejecutivo, instituciones y demás unidades orgánicas, funcionales, ejecutoras y/o operativas de los Poderes del Estado; así como los organismos a los que alude la Constitución Política del Perú y demás que sean creados y reconocidos por el ordenamiento jurídico nacional.” (El subrayado es agregado).
De lo expuesto se constata que el Comité consultante no se encontraría consignado de manera expresa en el numeral 3.1 del artículo 3º de la Ley. Por ello, para cumplirse con el aspecto subjetivo de aplicación, deberá verificarse si el citado Comité ha sido creado y reconocido por el ordenamiento jurídico nacional como Entidad
, aspecto que le correspondería comprobar al propio Comité de acuerdo a sus normas de organización y creación y no a este Organismo Supervisor, por no ser de su competencia.

Con relación al aspecto objetivo, debe verificarse, en primer lugar, la naturaleza de los fondos a utilizarse en la contratación de los bienes, servicios u obras, es decir, si tienen la naturaleza de fondos públicos. De ser así, la Entidad se encontraría dentro del ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones del Estado –siempre que se constate el cumplimiento del aspecto subjetivo de aplicación, tal como se ha mencionado en el párrafo anterior–. No obstante, la determinación de dicha naturaleza no corresponde a este Organismo Supervisor, siendo competente para ello cada Entidad –en el presente caso, la Empresa–, conforme a lo regulado por la Dirección Nacional del Presupuesto Público del Ministerio de Economía y Finanzas.

2.4
En ese sentido, para verificar si una Entidad se encuentra bajo el ámbito de la normativa de contrataciones del Estado, deberá constatarse el cumplimiento tanto del  aspecto subjetivo como del aspecto objetivo de aplicación de la Ley.
3.
CONCLUSIÓN
Con la finalidad de verificar si una Entidad se encuentra bajo el ámbito de la normativa de contrataciones del Estado, deberá constatarse el cumplimiento del  aspecto subjetivo como del aspecto objetivo de aplicación de la Ley, para lo cual deberá revisarse, entre otros, el ordenamiento presupuestal vigente, la Ley General del Poder Ejecutivo, y las normas de creación y organización de la Entidad (en el presente caso, de la Empresa).
Jesús María, 14 de agosto de 2009
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo 
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� Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 17 de mayo de 2004. Expediente Nº 020-2003-AI/TC.


� Normas presupuestales, Normas de organización interna, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, Ley de Procedimiento Administrativo General, aprobada por Ley Nº 27444.





